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guardáramos silencio, pudiera eDt<Elllderse mal algunos puntos
que son también principales en cuanto aJ derecho constitu~

clonal del actículo 23 y el sistema de protección mediante el
recurso de ampa.ro.

3. La primera observac;6n es que aqui 8e pretende que
opere la revoca.ci60 del mandato .:le un Conoejai, que fUe pra·
sentado a las elecciones municipales }Xlr una agrupación· alec·
'tora! [articulo 14, 2, e), de la Ley de Elecciones Locales]. como
. cabeza de candidatura y quien asume la potestad revocatoria
no es, por supuesto, un Partido polftico. ni 80n los electores
que le propusieron como candiclato. ni -relulta obvio- -el
cuerpo electoral. La sustitución del Concejal elegido, por el
siguiente en la l1st.a

J
de candidatos, S8 quiere hacer valer por

los 'Propios integrantea de la candidatura, candidatos y Con·
cejales unos y candidatos los otros, cQn el propósito, de que el
primero de éstos, sea el que se integre como Concejal. :El ar·
tículo 14, 2, c), de la Ley de llecciones Localet arbitra la posibi·
lidad de presentación de candidaturas independientes de ·)OS
partidos políticos. y los electores que así lo,·hacen constituyen
a los efectos electorales, una a,arupación que, por su propio
carácter, tiene la vida oonstretLida al concreto procfl8o, electo­
ral, sin que se .genere ~unque.otra cosa opinan los recurren- .J

tes- una asoclación palltica, cuyo órgano de representación
y decisi6n se traslade a los integrantes de la candidatura pre·
sentada por los electores. Hay que notar que los candidato.s
elegidos, o los propuestos y no elegidos, ni~ poder de, dis­
posición tienen respecto de los otros integrantes' de la lista
que alcanzaron la conoejalfa, en este caso como· cabeza de
candidaturil', y tampoco ostentan uns representacI6n de los pro­
ponentes de la lista. ni una disponibilidad der esca:i\o concejil.
Podr', acaso, invocar titularidades. lecitimadoru a los efectos
prooesales el candidato'que' siguiendo en la 11sta &1 ultimo de
los que accedieron a la concejal1a pudiera. resultar favorecido
de prosperar la pretensión de cese\ mas ni ostentan todos los
de la candidatura una suerte de ,egitimación para todas las
vicisitudes relacionadas, de algilo modo. con la candidatura,
ni el dencho a acceder al cargo concejil podré. hacerse valer
por otros distintos de aquel que invoca este d&recho.

4. En cualquier cl,so. tampoco sería legiUmo concluir ,que
el derecho del -siguiente en la lisía, pudiera haber sido- viola·
do, y que este derecno se enmarca en el articulo. 23.2, de la
Constituci6n, por cuanto, mientras 101lJ candidatos incluidos en
una lista presentada por un partido politico, le contemplan
en el articulo 11, 7 (en relación con la regla precedente). los
presentados por una agrupación de electorea. no' le favorecen
de esta regla. Prescindiendo de las diferencias institucionales
que median entre .1 si¡'nificado de loa partidos políticos y de
las agrupaciones de electores, que obliga a una extremada cau­
tela a la horá de extensiones analógicai de los preceptos dadas·
para aquéllos, es lo cierto que el c..eae del concejal se quiere
anudar aquí a una, decisión. no del electorado. o del conjunto
de electores que actuaron como proponentes de la 11sta sino ae
la decislón. mayoritaria de los componentes de la candidatura·
a los· que -desde ningún aspecw- cabe un poder de revocación

9900 Sala Primera. Recurso de amparo número 81/1982,
Sentencia nú.mero 17/1~3, de 11 de marzo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garc1a-Pelayo y Alonso Presidente.· y don Angel
atorrE> Segura. doña Glorla Bagué Cantón, don Rafael Gómez­
Ferrer Morant y don Angel. Escudero del COrTal, Magistnl'dos,
hll pronunciado

ÉN NQMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numero 81/1982, promovido por don
Antonio Roncero Martinez, Procurador de los Tribunales, y de
~ CompaiLía mercantil cAdastur, S. A,-, contra las providen·
eles dictadas por el Magistrado-Juez de Primera Instancia nú­
mero 11 de Madrid, en la fase de ejecución de sentencia del
asunto civil 1.3;36..75, los días 23 y 30 de "mero y 19 de febrero
de 1982. en el que fueron parte don Manuel Fernández Rodrl­
guez y las Compañías mercantiles ADA, cAyuda del Automovi­
lista, S, A._ Y cFiada, S. A,-, as1 como ). Compe.:tUa solicitante
del amparo, .Adastur, S. A._.

Ha comparecido en el presente recurso de amparo el Mi­
nisterio Fiscal. 1& Compafúa -Adastur, S. A,_, representada
por el Procuredor de los Tribum~les don Antonio Roncero Mar­
tfnez y defendida por el Letrado don Juan Pa!ao Herrero: y ha
sido P~nente el Magistrado don Angel Latorre Segura, quien
expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1, Don Manuel Femández Rodríguez. en octubre de 1975.
promóvió un asunto civil ante el Jugado de Primera Instancia
número 11 de Madrid, contra .Adasiur, S. A,_, con la preten­
sión de que hasta que no se le pagase un cheque, adeudado
por esta Compail.1a, por importe de 3.512 500 pesetas seguirla
siendo Delegado de ADA, -Ayucia del Automov1l1sta_, en Madrid,
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del mandato que el concejal. cabeza de lista, obtuvo de las
urnas. El juicio de semejanza que es la. eiBencia de 1& tesis de
los recurrentes para defender la. extensión de la regla del ar­
ticulo 11, 7, de la Ley de Elecciones Locales & los Concejales pro­
puestos por una agrupación de electores, quiebra, por ·tanto.
Por lo demá.s -como ya. hemos notado en el fundamento segun­
do- la aplicación del articulo 11, 7, de la Ley de 'Elecciones Lo­
cales a los casos de expulsión del. partido politico, violenta la·
norma constitucipnaJ. En este punto nos remitimoS a las Senten·
cias de 4 y 21 de febrero de 1983 (recursos de amp&rO 374/1981
y 144/1982),

-~
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En atenci6n a. todo lo expuesto, el Tribunal. Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE: CONFmRE LA CONSTITUCION
DE LA NAcrON ESPAJ'lOLA,

tia de.cidido:

Denegar el amparo SOIlCltado por los demandantes que 'se
dlcen en el encabe:tamlento de esta sentencia.

Publíquese en el .Boletín Of1c:ial del Estado-.

Dada en Madrid a 10 de marZo de 1983.-Firmado: Manu,el'
Garcia·Pelayo y Alonso.-Jer6nimo Arozamena Sierra.-Angel
Latone Segura,-Manuef Diez de Velasco Vallejo,-Francisco
Rubio Llorente.-Gloria Begué Cantón.-El Sr, Diez Picazo votO_
en Sala y no pudo firmar,-Firmaéio: Manuel Garcia·Pelayo y
Alonso.-Francisco Tomas y Valiente.-Rafael Gómez-Ferrer Mo­
rant.-Angel Escudero del CorraL-Antonio Truyol Serra;-Fran­
cisco Pera Verdaguer.-RubricadoB,

Voto particular que formulan los Magistrados don 'Angel Latorre
Segura :Y don Manuel Diez de Velaseo Vallejo a la 8'entenciQ.

dictada en el recurso de amparo número 1.57/82

Nos vemos obli¡ados a disentir de una parte de la funda·
ment&ctón de la' presente sentencia. aunque no con respecto a la
d~isión o fallo. en consonancia con la posición adoptada ante­
rIormente mediante voto particular en .liL& sentencias de este
Tribunal Constitucional de 4- de febrero de 1983 (R. A, núme­
ro 374/19811, y·de 21 de febrero de 1983 (R. A. nÚmero 144/1982L
Discrepamos de la presente sentencia s610 en tanto en cuanto
se remit.eal c'tlerpo de las sentencias citadas en lo relativo a 1&
declarada, lnconstituciona:idad del art1culo n, número 7, de la
Ley 39/1978, de 17 de julio, de elecciones locales. En definitiVa
no :compartimos el criterio de considerar que dicho último pre-.
capto vulnera .un derecho fundamental susceptible de amparo
en base al articulo 23 números 1 y 2 de la Constituci4n Espa­
ñola en lOs casos de cese de Concejales por expulsi6n del par-o
tido político en Cuyas listas electorales fueron elegidos.

Mádrid, 10 dE'. marzo de 1983.-Fjrmado: Angel Latorre Segu­
ra.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Rubriclldos.

con derecho a la percepción del 70 por 100 de la facturación
cobrada a los asociados de dicha Entidad, desde el periodo de
1 de abril de 1974 hasta el momento en que se efectuase m8'te·
rielmente el pago del citado talón, recayendo en el asunto re­
ferido sentencia firme, dictada en segunda instancia por la
Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Madrid, en cuya
parte dispositiva se 'hace constar literalmente: cque el 70 por
100 de las cantidades percibidas por "Adastuf, S. A..... de los
clientes socios de ADA, "Ayuda del Automovilista. S. A," de
la provincia de Madrid. durante el periodo· comprendido entre
el 1 de abril de 1974 yel 14- de febrero de 1978, se determip8'l'"
en ejecución de sentencia.,

2, A instancia de la' parte demandada en dicho procedi.·
miento y hoy recurrente en amparo, una vez que por el Juz­
gado de Primera Instancia número 11 de Madrid se procedió a
la ejecución de la sentencia referida, comparecieron en el pro­
ceso, con oposición de la parte aetora, dos Peritos designados
directamente por el Juzgado, 8! fin de ratificar el dictamen pe­

'dido por la Entidad recurrente en amparo. El recurrente en
amparo solicitó del órgano judicial autorización para proceder
a formular querella criminad por el delito de falso testimonio
en c~usa civll "contra los Peritos señalados, por considerar es­
ce.ndalosos los dictámenes evacuados.

El Juzgado de Primera Insta'ncia número 11 de Madrid de­
negó la providencia correspondiente y contra dicha providencia
se formuló recurso de reposición, a cuya presentación el Juz·
gado ordenÓ que se devolviera el escrito de solicitud por pro­
videncia de 26 de octubre de 1981, que también se recurrió en
reposición,
. Ambos reCU~90S se desestimB!ron por autos de dicho Juzgado
de fl y 23 de noviembre de 1981, y contra ellos se interpone re·
curso de apelación que se admite en un solo efecto, yal escrito
de 18 de diciembre de 1981. designando los particulares que han
de contener los testimonios para sustaDcla.r la apeleroi6n,el
Juzodo, por providencia de 9 de enero de 1982, se:l1aló que:
.dictará la pertinente resolución diciendo cuáles de los parti­
culares designados deberán tnclu1rse en aquellos testimonios-o
ante lo que la parte Nlcurrente en amparo formuló recurso de
reposición. ~
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3. Dicho recurso fue rechazado por providen7ta d,e 23 de
enero del tenor siguiente:

(t) ..Dada cuenta, el anterior eacrito únase a los autos de
IU razón, No ha lugar a tener por inte~uest.~ el recurso q~.8
se fonnallza. ID &d.m.itir ala representacion de Actaatur. S. A••
nueVOS escrito5 en la presente ejecución de sentencia. en 10 re­
ferente al incidente de fijación de las cantide.des adeudadas y
cualquiel"S ae sus incidencias.-

Contra ,esta providenCl8' interpone el solicitante de! amparo
nUevo recurso de reposición rechazado también por providencia
ele 30 de enero asl redactada:

(2l .Dada cuenta por presentado el anterior escrito del Pro­
curador señor Roncero Martinez. en nombre y represGutación de
la Compaoñia "Adastur. S. A.". mediante ~l cual interponere~
curso de reposición contra la pravidencia dIctada en estos autos
con fecha 23 del corriente mes de enero, no ha lugar a su ad~
mls1ón Y devuélvase al Procurador señqr Roncero, estándose a
lo acordado en la referida providencia de enero actual. ..

Como ultimo recurso se formuló demanda incidental de nu~
lid&d. de actuaciones, inadmitidas por el Juzgado, por providen~

cia de 19 de febrero, en que se dice:
(3) .Dada cuenta por presentado el anterior escrito del Pro­

curador señor BIlAcero, en nombre y representación de "Adas­
tur, S. A... , mediante el cual interpone demanda incidental de
nulidad de actuaciones a fin de que se declare la de las pro­
videncias de 23 y 30 de enero de 1982,. No ha lugar a su admi­
sión y devuélvase sI Procurador señor Roncero. estándose a lo
acórdado en la providencia de' 23 de enero actual. ..

4. Contra estas tres providencias, !,Adastur, S. A.", presen­
tó. el 12. de marzo de 1982, demanda de ampe.ro ante este Tri·
Dunal COll&tttuclOnal por ttntender que con elhrs se había pro­
vocado la indeÍensión ele dicha. Sociedad, violándose asi, el
articulo 24-1 de la ConstitlJ,ci6n. Se pedía el otorgamiento del
amparo, la nulidad de .laS. providenC:J.a5 impug~adas y que se
declare la obligación del, Juez de tramitar en derecho los recur-
sos rechazados por aquéllas. .

La Sección Prlmera de la Salla Primera del Tribunal Cons­
titucional, por, providencia de 28 de e.brU de 1982, hizo saber
al recurrenta .ia posible exist~nci8 del motivo de inadmlsión
insubsanable. consistente en carecer la demanda manífiesta­
mente de contenido que Justifique una decisión por parte del
Tribunal Constitu,cron-al, por no haberse producido el perjuicio
que podría derivar" ele las proviJenclas dictadas por el Juez
de Primera Instancia numero 11 de Madrid los días 23 y 30 de
enero y 19 de febrero de 1982, acordándose conceder un plazo
de diez días al recurrente y al MiniSterio Fiscal a fin de que,
dentro del.mismo, aleg...sen lo que estimasen oportuno.

El Ministerio Fiscal centró sus alogaciones en que la cues­
tión constitucional plaateads no afectaba a. un proceso como to,­
talldad, sino a un determinado extr:emo del trámIte de ejecución
de sentencia en un proceso civil, y pal-tiendo da que el derecho
a la prestación juriadiccionai se configure. por los conceptos de
la razonabilidad y ei P<trtuicio, consideraba no agotadas las' po~
sibilid&des juqidales de remedio de las f-altas cometidas en' el
procese y 1& no probada incidencia de las anomalías procesa-les
en la eaenciahdad de loa derechos e intereses legitimas, concluia
solicitando 1& inad.miaión del I'Pcurso~

La parte rec4l'T8nte en amparo señaló en su escrito que ha·
bía sido Gondenada a pa.ar a la parte actore. en el procedi~
miento civil máa de 11.000.000 de pesetas y abocada como está
s que le sean repelidos los escritos presentados a.nte el Juzga·
do de Primera Instancla número 11 de Madnd, han pasado más
de cien días en los qJJe ni se han librado los testimonios soli­
citados nl &e ha hecho nada por permitir que la Audiencia
Territorisl conozca de 108 actos del Juzgado de Primera Ilistan­
cia númoro 11 de Madrid, por lo que se reiteraba la petición
de acImisión del recurso.

5., Por autQ de le. Sala Primera de este Tribunal, de 2B de
mayo de 1982, fundame.nt&d.o'.en que no puede afírm8'rse que no
se haya proelucldo el perjuici(;¡ a que aludia la providencia de
este Tribunal Constitucional de 28 de abril de 1982, estimó que
procedia la admisión del recurso, por no concurrir el motivo de
inadinisión, inicialmente puesto de manifiesto, acordándose re­
querir al Juzgado de Primera InstanCIa número 11 da Madrid
para que en el plazo de diez días remita testimonio de las
providencias dictadas por dicho Juzgado los dia.i 23 Y 30 de enero
y 19 de febrero de ~982 en· el incidente- relativo a la petición del
testimonio de particulares soUcitado por «Adastur, S. A._, y
que se emplace a' quienes fueron parte en el proceso.

8. Recibidas las actuaciones, la Sección Primera de la Sala
Primera de este Tribunal, por providencia de 30 de junio de
1982, acordó 'dar vista de las mismas al Ministerio Fiscal y a la
Entidad recurrente, a fin de que en plazo común de veinte días
presentasen las alegaciones procedentes.

. El Miniaterio Fiscal hace conste.r, con fecha de 17' de Julio
de 1983, que no se tiene constancia de la efectividad del empla­
zamiento, que debió efectuarse a tenor del articulo 51-2 de la
LOTC~ y a ello se une la cortedad del te~timonio, que contiene
las tres providencias impugnadas, remitido por el Juzgado," por
lo que se requiere UD. p:a'JIlen de la totalidad de las actuacio­
nes practicadu en el Dl"OCedimiento de ejecución, solicitando
que se tenga por formulada petición de prueba con suspensión
del trámite en su ,<:UO y posterior traslado a esta Fiscalía, te­
niéndose por. hecha oposición al otorgamiento del ampa'ro.

El recurrente en amparo hizo constar en su escrito de ale­
gaciones que al poco ,tiempo de recibir la petición de testimo-

. - ." , -~.-
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nio que le dirigió, el Tribunal Constitucional, el Juzgado de
Primera Instancia número U de Madrid p~ocedió 8 empill'Zar
y expedir los testimonios que tenia paralizados, elevándose loa
autos principales a la Audiencia Territorial para sustanciar 1",
6peiación que- habta sido admitida en octubre del pasado &lio.

No obst8!I1te, sostiene la parte reCUITente que subsiste una
providencia en la que' se le niega' el derecho a presentar escri·
tos, contill. la qU& no se admitió ningún recurso ele reposici6n.
estimándose que tal resolución no debe causar efecto alguno
en autos, iDBtandose a que ..se dicte sentencia de acuerdo con
el suplico de la demanda..

7. Por providencia de 11 de noviembre de 1982 la Sección
acordó dar traslado al Ministerio Fiscal del escrito del recu­
rrente, a fin de que en plazo de diez dias formulase alegQ-­
ciones, habida cUenta de que en, el mismo pareda constar la
superación de los obstáculos procesales que fueron determf­
nantes del recurso de amparo.

El Fiscal en el escrito correspondiente expuso, en síntesis.
los siguientes criterios; ,

1.0 La hipotética lesión de un derecho fundamental resulta
superada al haber sido tra.mited.as las apelaciones contra las
provielencias cueatione.das. '

2.0 Al no aportarse probanza alguna ni testimonio de de·
cisión Judicial del·documento solicit&d.o por el recurrente, se
evidencia la mínima repercusión ele t8'l presunta decisión judi.
dal en el fondo de la cuestión que se debate, en especial con
relación a la· mención de que subsiste ia providencia por la
que se deniega a la parte el derecho a presentar escritos.

3.Q La prcpia parte afirma que con las restantes actuacio­
nes Judiciaiea .H halla impedida. la eficacia inmediata dei. re·
curso de amparo-, con lo que carece ele base todo proceso de
esa naturaleza. Concluye el Fiscal señal8!I1do que el proceso
prQmovido no tiene contenido y en tal sentido debe producirse
la decisión del Tribunal Constitucional.

Recibido dicho escrito, se dio vi.o¡ta del mismo al recurrente,
para que en el plazo de diez dias alegase lo que estimase
oportuno. .

El recurrente tlleáó que la resolución Judicial que motivaba
la solicitud de amparo era la providencia de 23 de enero de
1982 y que si bien el Juzpdo había mejorado su posición de
defensa al expedir el testimonio solicitado '1 elevar los autos
a la Audiencia,' se mantflnia·la validez de la providencia im­
pugnada con la prohibición de que la admitiesen en el futuro
escrito sobre el incidente de fij-ación de cantidad, lo que seg:u.ia
provocando una-indefensión. . '

Por providencia de 2 de marzo en curso se señaló para de-
liberación y votación el día 9 del mismo. I

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. Para situar debidamente la cuesti6n planteada conviene
tener en cuenta le. situación procesal en que se dicta'ron las
providencias impugnadas. Se trataba de un incide~te surgido
en el procedimiento de ejecución de sentencia ciVIl con rele.­
ción. a la fijación de la cantidad adeudada. El Jue2'l había. de·
negado la autorización para que el solicitante ce' amparo '1
conden6do en el Juicio civil se quorellase contra unos Peritos
por el presunto delito de falso te'ltimonio. Contra e~a denega­
ción se interpusieron los oportunos recursos ante el Juzgado
y, finalmente, el de apelación ante la Audiencía. Admitido éste
en un solo efecto, el recurrente solicitó que se le librase tes­
timonio de particulares, y el Juzgado dietó providencia por la
que, al parecer, se reservaba la faocultad de seleccionar los par­
ticulares pedidos. Estimándola el interesado contraria a dere­
cbo presentó recurso de reposición con tra ella, recurso que fue
rechazado de plano por el Juez, por la providencia de'23 dI!
enero de 1982,. que es la que provoca los efectos denunCiados
por el solicitante del amparo, ya que en ella no sólo se recha­
zaba el recurso, sino que se declaraba no haber lugar a ad­
mitir al recurrente nuevos escritos .en lo referente al inci­
dente de fijación de las cantidQdes adeudadas y cualquiera de
sus incid.encias... Las otras dos providencias impugnadas por
las que se rechazaba de pl.amo el recurso· de reposición contra
la primera y la demanda incidental de nulidad de actuaciones
fueron simple aplicación de lo ordenado en la de 23 de enero.
De 10 expuesto se deduce que, aunque ciertamente. como dice
el recurrente, el recurso de amparo se dlrige contra esas provi­
dencias y no contra decisiones judiciales anteriores, es preciso
proceder a t1Il6 valoración global de lo ocurrido para estimar si
se ha vulnerado el derecho de défensa del recurrente, derecho
consarrado pOr el artículo 24 de la Constitución, y que debe res·
petarse, como ha afirmado ya este Tribunal, .no s6lo en el con­
Junto del procedimiento. sino en cada una de sus fases, cuya
resolución afecta a los derecho.o¡¡ o intereses legítimos de una
persona_ eSTe de 22 de' abril de 1981. Recurso de Amparo- nú­
mero 202/1980l. También conviene recordar que es la vlolación
de ese derecho de defensa o de. otra garantía constitucional lo
qUe ha de apreciar este Tribunal en un recurso y no las po·
sibles infracciones de le. legalidad ordinaria que en cuanto no
supongan una vulneración de aquellas garantías caen fuera
(le sU examen.

2. Sentado lo anterior, es preciso distinguir dos cuestiones
distintas, una basada en la imposibilidad en que se colocó al
solicitante del amparo d. recurrir contre. la providencia por
la que el Juez se reservaba la facultad de seleccionar el testi­
monio de particule.res. Otra la prohibición más general de ad~
mitir recursos relativos aun incidente del proceso, cUlll es la
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En atención a todo 10 expuesto, el. Tribunal Constitut:ional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NAClON ESPM10LA. .

interponer -recursos. aunque S8&· sobre una materia concreta
(en este caso el incidente de fijación de cantidad) con carác­
ter general y p8't'8 el futuro. refiriéndose por tanto a recursos
no presentados y cuyo contenido y viabilidad no puede deci­
dirse de antemano. No se 'oculta a este Tribunal que tan drás­
tica resolución pudo' ser tomada con le. laudable finAlidad de
cortar excesivB'S -dilaciones en el proceso y que la misma Cons­
titución incluye, entre sus garantías, el derecho a -un proceBo
..sin dilaciones indebidas_ (artículo 24.2). pero, en todo caso,
ello no puede traducirse ·en la denegación 8, un litigante de la
admisión de los recursos a que tenga derecho. Corresponde al
legislador ordenar el pruceso de forma qUe se alcance el di­
ficil equil1brlo entre su rápida tramitación y las garantías de
le. defensa y protección del derecho de las partes, y dar los
medios legales para que el Juez pueda evitar las maniobras di-
latorias. '

'4-. De . todo lo anterior se concluye que procede otorgar par­
cialmente el amparo pedido respecto a la parte de le. provi­
dencia del 23 de enero de 1982, relativa a la presentación de
nuevo~ escritos referentes.. al incidente de fijación de las can­
tidades adecuade.s y denegarlo respecto a las otras peticiones
del recurrente.

FALLO

Ha decidid~

1.° Otorgar- parcia'lmente el amparo solicitado por, .Adas­
tur, S. A._, Y. en consocuencia, declarar la nulidad de la pro­
videncia del 23 de enero de 1982, impugnada, en lo que se re­
fiere a la orden de que no se admitan nuevos escritos a la
recurrente en al incidente de fijación de las cantidades adeuda~

das y cualquiera de sus incidencias. y reconocer el derecho de
.Adastur, S. A._, a presentar los escritos que legalmente pro·
cedan en dicho incidente.

2.° Denegar el amparo 'en todo lo demás.
Publiquese esta sentencia- en el ..Boletín Oficial del Estado-.

Madrid, 11 de. maorzb de H'83.-Manuel García·Pelayo y _-\Jon-
so.-AngE!I Latorre Segura -Gloria Begué Cantón.-Rafael OÓ­
me¡:-Ferrer Morant.-Angel Escudero del CorraL-Firmados y
rubricados.. '
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EN NOMBRE DEL REY

Sala Segunda. Recurso de amparo número 221/1982. I amparo. ante este Tribunal, basándose en los siguientes funda-
Sentencia numero lB/lfJ83 de 14 de marzo. mentas:

I
al El 14 de septiembre de 1977, los actuales demandantes

interpusieron recurso contencloso~administrativo ante la Sala
_. Segunda de ,lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Te~

rritorifl'l de- Madrid contra determinados actos del referido Oro
ganismo. Emplazados para deducir la demanda, los recurren·
tes solicitaron del Tribunal que se reclamaran los antecedentes
adecuados para completa,r el expediente, petición que fue opor­
tunmnente proveida por la Sala. pero que la AdmiI).istraci6n
tf\rdó en cumplimentar dieciocho meses. Aunq1.1e ésta no apor­
tó la totalidad de los documentos requeridos, con el fin de no
demorar más la resolución del pleito, los recurrentes forma­
lizaron la demanda, al SE'rles trasladados aquéllos, el :3 de oc­
tubre de 1979.

b) Emplazado el Abogado del Estado, por providenda de 8
de octubre, para que contestara la demanda, el proceso volvió
8. paralizarse ante la pasividad del representante de la Admi-
nistración en atender dicho requerimiento. ~

c) Por escrito de 18 de diciembre de 1979 siguiente lB' re­
presentación' de los demandantes se- dirigió a la Sala solici­
tando tuviera a la Abogacta del Estado por decaida en su de~
recho a contestar la demanda, de acuerdo con el articulo 68,6,
de la Ley de la JUrisdi~ción Contencioso-Administrativa ¡UCA),
escrito que no fue proveido por '?l TribunaL

d) El 17 de septiembre de 1981 se dirigieron de nuevo los
demandantes a la Saja en escrito en el Que, tras aludir a la
demora que veníB' sufriendo la tramitación del pleito y a la
publicación de resoluciones relativas a la ejecución de sen ten."
cias concernientes a rerursos intel'puestos can posteriorldad" al
suyo, e inVocar expresamente los artículos 14 y 24 de la Cons­
titución. a~f como la sentenda de pste Trib\Inal de 14 de julio
de 1981, referida 8' actuacionps de la propia' Sala Segunrla dE' lo
Contencioso de la" Audiencia Territorial de Madrid, soll('ita.ban
de ésta, una vez más. que tuviese El la AbOllaría del Estado
por de~aída en su derecho a -contestar la demanda, en e~tricto

cumplimiento de las normas procesales ré¡:ruladQras de la lu~

risdicción ccntenciosa, y acordase la prosecución del pleito
por sus trámites sucesivos y sin más demoras ni trato de favor
8' la Administración demandada.

Por prOVidencia de 30 de septiembre de 1981, la Sala declaró
decaído en su derecho A contestar la demanda a la represen­
tación de la Adminlstr8~16n v la requirió pare. que devolvier~

el exoer:liente, providencifl qlH~ ne fue recurrida por dicha re­
presentación, no preso:mtándose tfl.mn'lco el ooortl'DO escrito de
contestación dentro del plazo permitido por el articulo 121.,1, de
Ja LJCA.
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fijación de cantidad. Respecto & la primera cuestión 'resulta
que la propia ac.tuaciÓn de los 0rgair'01 judiciales ..ha restable·
cido al recur.rente en su derecho, no sólo al 11br8lr el Juez el
testimonio de particulares. SinO' al elevar 101 autos a la Au­
diencia. con lo que ésta bene acceso a todos los datos que po­
drían convenir al recurrente: y como en el fondo todo el in­
cidente surgió ,porque al reservarse el Juez la- -posibi11ded de
seleccionar los particulares, aparte de la- alegada viblaciónde
la legalidad ordinaria que aquí, como se ha dicho no interesa,
estimaba el. récWTente que se le colocaba en situación de in­
defensión, por cuanto se le ce_Taba el derecho a que 1& Au·
diencia conoCIese datos que podían ser úWes pllta el éxito de
su petición (el otorgamiento de la autorización para querellar·
8e contra los Peritos), desde el momento en que pasan, 108 au­
tos a la Audiencia, es evidente que, en este aspec~, su dere­
cho se ha vi&to resta'blecido. La anulación de la¡ providencias
impugnadas y la trarnltaci6n de los recursos rechazados por
ellas no ·tendría efecto alguno en este aspecto sin que sea re­
levante que en el testimonio de particulares se hs.ya omitido
un extremo, dado que se hlm·elevado los autos, ni que en éstos
no figuren los esc.ntos en los que interponfan los recursos re­
chazados. pues, tales escritos no se referían a la cuesti6n, cuya
apelación se, sustancia, ni tienen importancia alSUDa para la
cuestión suscitada. Desde este punto de vista hay que concluir
qUe el amparo sonc1tado se ha. vaci8'do de contebido y debe
ser desestimado con arreglo a la doctrina ya sentada por este
Tribunal en ST'C de lO de marzo de 1982. Recurso de amparo
número 225/1981~ .

3. La segunda cuestiÓD a dilucid8'1" es' la de si vulnera el
derecho de defensa la pr~videncia de 23 de, enero en cuanto
dispone que no se admitan nuevos escritos del recurrente en
lo referente al incidente 'de fijación de las cantidades adecua­
das y cualquiera de .sus incidencul'S Los~ últimos escritos del
:recurrente hacen especial hincapié en este punto, pero es lo
cierto que también se destare en el escrito inicial de la de·
manda y figura de forma ex,presa en' su ...suplico-. por lo que
no es admlsib~e la alega'C1ón del Ministerio Fiscal de que tal
pretensión ..no aparece en el cuerpo de la demanda como parte
integredora de la lesi6D de derechos fundamentales-, aparte del
carácter no formalista que este Tribuna'l ha afinnado, ya que
inspiraba su actuact6D (STC de 14' de 1ulio de 1981, Recurso de
Amparo 25[1981; STC de 29 de marzo de 1982, Recurso de Ampa·
ro 219/1981>. Es menester, por tanto. examinar esta cuestión.
En ese sentido, se vulnera el derecho de defensa y el de obte­
ner la tutela efectiva de los Tribunaoles, consagrados en el ar~
tieulo 24 de la Constituci6n, cuando se prohíbe a un litigante

la siguiente

Leo Sala Segunda. del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Aroze,mena Sierra Presidente, y don .Francisco
Rubio LloriOlnte, don Francisco Tomás y Valiente, don Antonio
Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha
pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido. por don José Luis López..
Higueras Romero, don Fernando Bl8'!lcO Mas. don Saturnino
Blanco Jarefio, don Francisco Rodríguez Alonso, don Manuel
Ocafia Marin, don Carlos Prada Prada, don Alfonso 'L6pez He­
rrera, doña Maria Pilm-. Menéndez Angel, do:fl.a 'Maria Nieves
Romero López, don Antonio Flores Alhambra, don D10nisio Lá­
zaro Rodriguez, don Félix Rodriguez ViJ)6S, don Eladio - Pedro
Sa,nz de Diego, dofia Carolina Monetti Spiritti, don Isaac Ca­
saJlls· Aguado, doña Concepción L6pez Mun8'in Martina don
Eladio Antonio García Cuesta, don José Luis Nieto del 'Pozo,
don Ambrosio Martínez Barrio, don BIes Bueno Vasco, don Ri~
cardo Alvarez Villanueva, don Juan José Montón Oros, don
JOSé Suárez Andaluz, don Mariano Smltoval Campo, don José
Antonio Huete García, don M&riallo Casanove. Liria, don An­
tonio Cotos Márquez, don P&blo Arroyo Sánchez, don Juan
Barra·gán Nuevo, don Jua-n. José López-Higueras y Romero. don
José Delgado Borrego, don Antonio Aguado Ga!rcfa don Leo­
nardo Urfa Ramos, don Francisco Mora Valenzuela y don José
Luis MarUnaz Vivancos, representados por el Procurador de los
TribunRles don Francisco Alvarez del Valle Garcia· contra re·
solución de la Sala Segunda de 10 Contencioso-Adininistrativo
tia la Audiencia de Madrid. qUA admitía extemporáneamente
contestac~ón a 18' demanda· por el Abogado del Estado y en el
que han comparecido e-l Miuisterio Fiscal y el Abogado del Es­
tado, siendo ponente el Ma~istrado don Antonio Truyol Sena,
quien expresa el parecer de la Sal&.

I. ANTECEDENTES

1. Don Francisco Alvarez del Valle Garcta, ProcUrador de·
los Tribunales, en representación de dQD José Luis López-Higue~
r8'8 Romero y otros, todos ellos funcionarios del Instituto Na­
cional de Industria, interpuso el 18 de Junio de 1982 recurso de


